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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

DERECHO CIVIL / RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL / ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD / DIFERENCIA ENTRE DAÑO Y PERJUICIO / CARGA DE PRUEBA
DIFERENCIA ENTRE DAÑO Y PERJUICIO – Postura de la Sala Civil Familia. 
… Enseña la CSJ que, en la verificación de la pretensión indemnizatoria, se impone sondear, primero la existencia del daño y luego el perjuicio; sin la constatación de este presupuesto, innecesario revisar los demás (causa y título de imputación: culpa). Es apodíctico en la doctrina del derecho indemnizatorio: “sin daño no hay responsabilidad” como pregonan al unísono la doctrina foránea y nacional, así como la jurisprudencia del órgano de cierre de la especialidad privada y la Corte Constitucional.

… La jurisprudencia del órgano de cierre (CSJ) diferencia la noción de daño y de perjuicio; el daño se entiende como la violación de un interés protegido por el sistema normativo; y el perjuicio como la consecuencia negativa derivada del daño ocasionado. La doctrina patria se divide, algún sector pregona la tesis de la identidad de los dos conceptos, mientras que otros insisten en su distinción y utilidad. Esta corporación patrocina la distinción.
CARGA DE PRUEBA – Valoración de las pruebas documentales depende de su autenticidad. Ante la desidia de la parte en cumplir su carga de prueba, resulta inviable el decreto de la pruebas de oficio.
… (i) Las fotografías aparejadas (ibidem, pdf No.009, folios 177-178, 219- 224) como documentos privados de carácter representativo que son56, no están cobijadas por la presunción de autenticidad, en este caso, por desatender la carga atributiva de autoría. Prescribe el artículo 244, CGP: “Es auténtico un documento cuando existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado, manuscrito, firmado, o cuando exista certeza respecto de la persona a quien se atribuya el documento. 

De otra parte, (ii) Los videos (ib., carpeta No.034) fueron inadmitidos en forma expresa con decisión que quedó en firme en la audiencia inicial (ib., pdf No.035 y audiencia en enlace de ese pdf, tiempo 00:59:26 a 01:09:56), inexplicable que ahora aspire a que sean tasados.

… Podría pensarse que debieron emplearse los poderes oficiosos para recolectarlos, pero sucede que ese ejercicio no entraña suplir la desidia de la parte en su quehacer particular, tiene dicho en reciente decisión (2024)61: “(…) el artículo 170 del Código General del Proceso confiere al funcionario judicial el poder- deber de decretar pruebas de oficio, «cuando sean necesarias para esclarecer los hechos objeto de la controversia». Sin embargo, tal mandato no implica una orden irrestricta a los funcionarios judiciales para suplir la actividad probatoria de las partes.”. 


[image: image3.jpg]— () | eo—
‘TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA CIVIL - FAMILIA





SC-0015-2025
Asunto
: Sentencia de segundo grado - Civil
Proceso
: Verbal - Responsabilidad civil 

   extracontractual
Demandante
: Adriana Grajales López 
Demandado
: Marco Tulio Mosquera Caro y otra
Procedencia
 : Juzgado 1° Civil del Circuito de Pereira 
Radicación
: 66001-31-03-001-2023-00077-01 (3948) 
Temas
: Prueba del daño – Causalidad - Culpa 

   probada 
Mg. sustanciador : Duberney Grisales Herrera
Aprobada en sesión: 213 de 13-05-2025

Catorce (14) de mayo de dos mil veinticinco (2025).
1. EL ASUNTO POR DECIDIR
La apelación de la demandante contra la sentencia del día 04-06-2024
(expediente recibido el 12-06-2024).
2. LA SÍNTESIS DE LA DEMANDA
2.1. LOS HECHOS RELEVANTES. Según subsanación de la demanda doña Adriana el 27-04-2018 ingresó al expendio del demandado a comprar carne, al tratar de salir pisó involuntariamente una rejilla de desagüe sin percatarse de que estaba mal puesta y cae en ella, queda su pie atrapado, luego es auxiliada por empleados del local. La carnicería no tenía condiciones de
seguridad óptimas los referidos desagües carecían de aseguramiento y eran inestables a la pisada.

Como consecuencia de este accidente se fractura el tobillo, le practican cirugía, le implantan platinas y clavos, su incapacidad es de 35 días. El evento anterior intensificó los episodios depresivos graves que tenía, afectó su patrimonio por la imposibilidad para trabajar, así mismo repercutió en su vida emocional y psicológica. La Junta Regional de Calificación de Risaralda le dio 27,7% de pérdida de capacidad laboral (carpeta 01Primerainstancia, carpeta C01Principal, pdf No.008, folios 1-3).

2.2. LAS PRETENSIONES. Según la subsanación: (i) Declarar responsables a los  demandados; y, en consecuencia,  (ii) Condenarlos  a pagar:  (a)

$38.400.000 por lucro cesante pasado; (b) $32.998.082 por lucro cesante futuro; (c) $116.000.000 por daño moral, e, (d) idéntico monto por daño a la vida relación (carpeta 01Primerainstancia, carpeta C01Principal, pdf No.008, folios 3- 5).
3. LA DEFENSA DE LOS DEMANDADOS
3.1. SEGUROS GENERALES SURAMERICANA SA (DEMANDADA Y LLAMADA EN GARANTÍA).
Respecto a la demanda dijo no constarle la mayoría de los hechos, pero admitió la conciliación prejudicial. Se opuso a las pretensiones y excepcionó:
(i) Ausencia de culpa del demandado que haya podido causar el accidente;
(ii) Inexistencia de nexo de causalidad entre daño y perjuicio; (iii) Excesiva tasación de perjuicios morales; (iv) Límite de responsabilidad al valor asegurado; (v) Genérica; y, (vi) Prescripción (carpeta 01Primerainstancia, carpeta C01Principal, pdf No.015).

Frente al llamamiento admitió los hechos. Pidió que en caso de prosperidad se atendiera el límite amparado y excepcionó de mérito así: (i) Riesgo no cubierto; (ii) Límite de responsabilidad al valor asegurado; (iii) Genérica; y,
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(iv) Prescripción (carpeta 01Primerainstancia, carpeta C02LlamamientoGarantia, pdf No.004).
3.2. MARCO T. MOSQUERA C. (DEMANDADO). Afirmó no constarle algunos hechos, otros los negó y aceptó las anotaciones de la historia clínica mas no que las atenciones fueran consecuencia del accidente; admitió la conciliación. Resistió las súplicas y, entre otras, como excepciones formuló: (i) Ausencia de responsabilidad; (ii) Culpa exclusiva de la víctima; y, (iii) Prescripción (carpeta 01Primerainstancia, carpeta C01Principal, pdf No.025).

4. EL RESUMEN DE LA SENTENCIA APELADA
En la parte resolutiva se dispuso: (i) Negar las pretensiones; (ii) Abstenerse de sancionar por el juramento estimatorio; y, (iii) Condenar en costas a la actora.
Examinado el cúmulo probatorio no encontró acreditado el hecho ni el daño. Los testigos no presenciaron el accidente y el perito no concurrió a la audiencia de contradicción del dictamen de pérdida de capacidad laboral, por ende, es inapreciable. Estimó inviable decretar pruebas de oficio, pues nunca pueden suplir la desidia de la parte. En suma, la actora incumplió su carga demostrativa (ibidem, pdf No.041 y enlace en el mismo pdf, tiempo 00:00:13 a 00:17:56).
5. LA SÍNTESIS DE LA APELACIÓN
5.1. LOS REPAROS CONCRETOS (DEMANDANTE). (i) El daño se acreditó; y, (ii)
Hubo indebida apreciación de las pruebas (ibidem, pdf No.042).
5.2. LA SUSTENTACIÓN. Conforme a la Ley 2213 la recurrente guardó silencio en esta sede (carpeta 02Segundainstancia, carpeta C03ApelSentencia, pdf No.007), sin
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embargo, desde la admisión se tuvo por sustentada la alzada con la fundamentación expuesta en primera instancia (carpeta 02Segundainstancia, carpeta C03ApelSentencia, pdf No.006), según el criterio imperante para la época que predicaba que era suficiente.

Ahora la tesis vigente enseña que solo pueden tenerse por sustentados los reparos en segunda instancia, conforme a la CSJ (2024)1, que patrocina esta Sala (2024)2 y otras de esta corporación (2024)3.

6. LA FUNDAMENTACIÓN JURÍDICA PARA DECIDIR
6.1. LOS PRESUPUESTOS DE VALIDEZ Y EFICACIA PROCESAL. La ciencia procesal
mayoritaria4 en Colombia los entiende como los presupuestos procesales. Otro sector (2024)5-6 los denomina como en este epígrafe, pues se acompasa mejor a la sistemática procesal nacional. La demanda es idónea y las partes aptas para intervenir.

6.2. LA LEGITIMACIÓN SUSTANTIVA. En múltiples decisiones se ha dicho que este estudio es oficioso (2023)7. Diferente es el análisis de prosperidad de la súplica.
Ha reiterado esta Magistratura que para el examen técnico de este aspecto es imprescindible definir la modalidad de la pretensión postulada en ejercicio

1 CSJ. Entre otras STC-9752-2024, STC-9746-2024, STC-9748-2024, STC-9758-2024 y STC-9848-2024, STC-10151-2024, STC-10269-2024, STC-10439-2024.
2 TSP. AC-0118-2024, AP-0052-2024 a AP-0058-2024.
3 TSP. AC-0110-2024.
4 DEVIS E., Hernando. El proceso civil, parte general, tomo III, volumen I, 7ª edición, Bogotá DC, Diké, 1990, p.266.
5 LÓPEZ B., Hernán F. Código General del Proceso, parte general, 3ª edición, Bogotá, Tirant lo Blanch, 2024, p.892.
6 ROJAS G., Miguel E. Lecciones de derecho procesal, procedimiento civil, tomo 2, ESAJU, 2020, 7ª edición, Bogotá, p.468.
7 CSJ, Civil. Sentencias: (i) 14-03-2002, MP: Castillo R.; (ii) 23-04-2007, MP: Díaz R.; No.1999-00125- 01; (iii) 13-10-2011, MP: Namén V., No.2002-00083-01; (iv) SC-1182-2016, reiterada en SC-16669-2016,
SC-592-2022 y SC-119-2023; (iv) TS. Pereira, Sala Civil – Familia. Sentencia del 29-03-2017; MP: Grisales H., No.2012-00101-01.
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del derecho de acción8, llamado ahora tutela judicial efectiva, para luego constatar quiénes están habilitados por el derecho positivo para elevarla y quiénes para resistirla; es decir, esclarecida la súplica se determina la legitimación sustancial de los extremos procesales.

6.2.1. POR ACTIVA. Está cumplida dado que reclama doña Adriana Grajales L. quien afirma haber padecido perjuicios en su integridad personal, afectada en sus intereses legítimos9-10-11 susceptibles de tutela judicial [arts.2341 y 2342, CC]; como damnificada directa.

6.2.2. POR PASIVA. Está legitimado el señor Marco Tulio como propietario del establecimiento comercial “Carnes del Risaralda” (carpeta 01Primerainstancia, carpeta C01Principal, pdf No.009, folios 18-21) en cuyas instalaciones refiere la demandante se presentó la caída [arts. 2343 y 2344, CC].

También, hay legitimación de la compañía Seguros Generales Suramericana SA, dado que por expresa disposición legal [art. 1133, CCo], los damnificados tienen acción directa12, con fuente en la póliza arrimada a la foliatura (carpeta 01Primerainstancia, carpeta C02LlamamientoGarantia, pdf No.001), vigente (31-01- 2018 al 31-01-2019) para la época del siniestro (27-04-2018). El contrato de seguro es consensual13 [art. 1046, CCo], sin solemnidad alguna, hay libertad probatoria para su demostración.

6.2.3. EL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA. Ninguna discrepancia hay sobre esta vinculación de la aseguradora, convocada en esa calidad, según la referida póliza.

8 En el mismo sentido SC-0070-2021 de este Tribunal. La dogmática procesalista tiene esclarecido que la acción no se clasifica, sí la pretensión: (1) ROJAS G., Miguel E. Ob. cit., p.107. También: (2) LÓPEZ B., Hernán F. Ob. cit., p.286; (3) RICO P., Luis A. Teoría general del proceso, 3ª edición, Leyer SA, Bogotá DC, 2013, p.263.
9 HENAO P., Juan C. El daño, análisis comparativo de la responsabilidad extracontractual del Estado en derecho colombiano y francés, reimpresión, Bogotá DC, Universidad Externado de Colombia, 1999, p.95.
10 VELÁSQUEZ P., Obdulio. Revista “Responsabilidad civil y del estado”, No.16, del daño moral y el perjuicio a la vida de relación hacia una teoría general de daños extramatrimoniales. Medellín, A., Instituto Antioqueño de Responsabilidad y del Estado. 2004, p.63.
11 CSJ. SC-5686-2018.
12 CSJ. SC-5885-2016.
13 CSJ. SC-6709-2015.
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6.3. EL PROBLEMA JURÍDICO POR RESOLVER. ¿Se debe revocar la sentencia desestimatoria proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, R., según la apelación de la demandante; o debe confirmarse o modificarse?

6.4. La resolución del problema jurídico
6.4.1. Los límites de la apelación impugnaticia. En esta sede se definen por los temas objeto del recurso, patente aplicación del modelo dispositivo del proceso civil nacional [arts.320 y 328, CGP]; se reconoce hoy como la pretensión impugnaticia14, novedad de la nueva regulación procedimental del CGP, según la literatura especializada, entre ellos el doctor Forero S.15. El profesor Bejarano G.16, discrepa al entender que contraviene la tutela judicial efectiva, de igual parecer Quintero G.17, mas esta Magistratura disiente de esas opiniones, que son minoritarias.

Acoge la aludida restricción, de manera pacífica y consistente, esta Colegiatura en múltiples decisiones, por ejemplo, las más recientes: de esta misma Sala y de otra18. En la última sentencia mencionada, se prohijó lo argüido por la CSJ en 201719, eso sí como criterio auxiliar, ya en decisiones posteriores y más recientes, la CSJ (2024)20, en sede de casación reiteró la tesis de la referida pretensión. El profesor Parra B.21, arguye en su obra (2021): “Tiene como propósito esta barrera conjurar que la segunda instancia sea una reedición de la primera y se repita esta innecesariamente. Además, respeta los derechos de la contraparte, pues esta se atiene a la queja concreta.” De igual parecer Sanabria

14 ÁLVAREZ G., Marco A. Variaciones sobre el recurso de apelación en el CGP, En: INSTITUTO COLOMBIANO DE DERECHO PROCESAL. Código General del Proceso, Bogotá DC, editorial, Panamericana Formas e impresos, 2018, p.438-449.
15 FORERO S., Jorge. Actividad probatoria en segunda instancia, En: ICDP. Memorias del XXXIX Congreso de derecho procesal en Cali, Bogotá DC, editorial Universidad Libre, 2018, p.307-324.
16 BEJARANO G., Ramiro. Falencias dialécticas del CGP, En: ICDP. Memorial del Congreso XXXVIII en Cartagena, editorial Universidad Libre, Bogotá DC, 2017, p.639-663.
17 QUINTERO G., Armando A. El recurso de apelación en el nuevo CGP: un desatino para la justicia colombiana [En línea]. Universidad Santo Tomás, revista virtual: via inveniendi et iudicandi, julio- diciembre
2015
[Visitado
el
2020-08-10].
Disponible
en
internet: https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/6132861.pdf
18 TS, Civil-Familia. Sentencias del (i) 19-06-2020; MP: Grisales H., No.2019-00046-01 y (ii) 04-07-2018; MP: Saraza N., No.2011-00193-01, entre muchas.
19 CSJ. STC-9587-2017.
20 CSJ. SC-2351-2019; SC-3148-2021; SC-1303-2022, SC-396-2023 y SC-2407-2024.
21 PARRA B., Jorge. Derecho procesal civil, 2ª edición puesta al día, Bogotá DC, Temis, 2021, p.403.
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Santos22 (2021).
Ahora, también son límites para la resolución del caso, el principio de congruencia como regla general [art.281, ibidem]. Las excepciones, es decir, aquellos temas que son revisables de oficio son los asuntos de familia y agrarios [art.281, parágrafos 1º y 2º, ibidem], aquellas declarables de oficio [art.282, ibidem], los presupuestos procesales23 y sustanciales24, las nulidades absolutas [art. 2º, Ley 50 de 1936], las prestaciones mutuas25, las costas procesales26 y la extensión de la condena en concreto [art.283-2, CGP], entre otros. Por último, la competencia es panorámica cuando ambas partes recurren en lo que les fue desfavorable [art.328, inciso 2º, CGP].

6.4.2. EL CASO CONCRETO. La fundamentación de los dos (2) reproches formulados se sintetizan enseguida (carpeta 01Primerainstancia, carpeta C01Principal, pdf No.042).

REPARO No.1. El daño se demostró. En efecto, el demandado manifestó en su interrogatorio que fue informado por sus empleados que una señora se había accidentado en la rejilla de desagüe y que cuando llegó la señora tenía la fractura del tobillo que describe la historia clínica. Faltó a la verdad al contestar.
Los videos aportados dan cuenta de la caída y no fueron apreciados, pese a coincidir con los detalles suministrados por la actora en su versión. El señor Héctor Montes, empleado del local y que conocía a la actora por ser cliente, indicó que cuando fue llamado por sus compañeros vio el pie fracturado, le brindaron una silla, dijo que la rejilla estaba debajo de la vitrina, pero se contradice porque las fotos y las filmaciones allegadas, muestran que está a

22 SANABRIA S., Henry. Derecho procesal civil, Universidad Externado de Colombia, Bogotá DC, 2021, p.703 ss.
23 CSJ, SC-6795-2017. También sentencias: (i) 24-11-1993, MP: Romero S.; (ii) 06-06-2013, No.2008-
01381-00, MP: Díaz R.
24 CSJ. SC-1182-2016, reiterada en la SC-16669-2016.
25 CSJ, Civil. Sentencia del 15-06-1995; MP: Romero S., No.4398.
26 LÓPEZ B., Hernán F. Ob. cit., p.970.
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la vista. Don Mario, hermano de la demandante, expuso que ante la tardanza de esta fue a la carnicería y la vio con el pie enredado en la rejilla.

En suma, el accidente se presentó en el local, allí se generó la lesión y, por ende, se acredita el nexo causal (¿?), debe aplicarse “(…) una culpa probada subjetiva, por la conducta omisiva del propietario del establecimiento, al desconocer por fuera de los postulados de la buena fe dicho accidente (…)” (sic).

REPARO No.2. Indebida apreciación de las pruebas. El dictamen de calificación de 21-11-2022 de la Junta Regional de Calificación de Risaralda, competente para tal concepto, fue preterido a pesar de que los médicos justificaron su inasistencia. En todo caso, la contradicción competía al demandado y en ese laborío fracasó porque allegó peritaje y quien lo elaboró no se presentó a la audiencia, pese a estar citado. Debe apreciarse la pericia allegada por la actora, al ser demostrativa de la lesión padecida.

También deben tasarse integralmente los testimonios, declaraciones (¿?), documentos, fotografías y videos que evidencian el accidente, pretermitirlo es revictimizar a la actora (carpeta 01Primerainstancia, carpeta C01Principal, pdf No.042).
6.4.3. LOS TEMAS PARA RESOLVER. La censura aduce que se demostraron los hechos, el daño y la causa, como presupuestos del pedimento resarcitorio; se echa de menos el título de imputación (culpa). Se resolverá en el siguiente orden metodológico: la existencia del daño, el vínculo causal y, si se superan los dos juicios reseñados, se examinará la culpabilidad.

6.4.3.1. LA RESOLUCIÓN. Infundados. El cúmulo suasorio incorporado al proceso resulta insuficiente para acreditar todas las condiciones necesarias de la responsabilidad patrimonial imputada, amén de que la carga argumentativa de la apelación pasó por alto la condigna labor refutativa de las razones esgrimidas por la sentencia, en especial lo argüido sobre la tasación de la historia clínica, así como se pretirió fundamento alguno sobre
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el factor de atribución (culpa).
En orden sistemático, fijado por la doctrina y deducido de la jurisprudencia de esta Sala (202227- 202328-202429-202530), se debe verificar el daño, el nexo causal y enseguida el título de imputación, culpa para el caso.

LA DISTINCIÓN ENTRE DAÑO Y PERJUICIO. Enseña la CSJ31 que, en la verificación de la pretensión indemnizatoria, se impone sondear, primero la existencia del daño y luego el perjuicio32; sin la constatación de este presupuesto, innecesario revisar los demás (causa y título de imputación: culpa). Es apodíctico en la doctrina del derecho indemnizatorio: “sin daño no hay responsabilidad” como pregonan al unísono la doctrina foránea33 y nacional34, así como la jurisprudencia del órgano de cierre de la especialidad privada35 y la Corte Constitucional36.
La jurisprudencia del órgano de cierre (CSJ)37 diferencia la noción de daño y de perjuicio; el daño se entiende como la violación de un interés protegido por el sistema normativo; y el perjuicio como la consecuencia negativa derivada del daño ocasionado. La doctrina patria se divide, algún sector38 pregona la tesis de la identidad de los dos conceptos39, mientras que otros insisten en su distinción y utilidad40. Esta corporación patrocina la distinción

27 TS. Pereira. (1) SC-0044-2022, (2) SC-0030-2022 y (3) SC-0076-2021, entre otras.
28 TS. Pereira. (1) SC-0007-2023, (2) SC-0034-2023 y (3) SC-0036-2023.
29 TS. Pereira. (1) SC-0031-2024, (2) SC-0047-2024 y (3) SC-0049-2024.
30 TS. Pereira. SC-0008-2025.
31 CSJ, Civil. Sentencia del 24-08-2009, ob. cit.
32 HENAO P., Juan C. El daño, análisis comparativo de la responsabilidad extracontractual del Estado en derecho colombiano y francés, reimpresión, Bogotá DC, Universidad Externado de Colombia, 1998, p.35.
33 PRÉVOT, Juan M. La obligación de seguridad, 2ª edición, Bogotá DC, Temis, 2012, p.27.
34 GAVIRIA C., Alejandro. Del daño y su reparación, En: Estudios de responsabilidad civil, tomo I, editorial EAFIT, p. 422. También: SANTOS B., Jorge. Responsabilidad civil, tomo I, parte general, 3ª edición, Bogotá DC, Pontificia Universidad Javeriana de Bogotá y Temis, 2012, p.338.
35 CSJ. SC-20448-2017 y SC-506-2022.
36 CC. C-052-2012.
37 CSJ. SC-5193-2020 y SC-4103-2021.
38 TAMAYO J., Javier (Ponente). Nuevas reflexiones sobre el daño, IARCE y Legis, Bogotá DC, 2017.
39 NAMÉN V., William. La responsabilidad civil y las categorías del daño, En: Revista de Responsabilidad civil y del estado, edición conmemorativa 25 años, Bogotá DC, IARCE, 2021, p.28.
40 HENAO P., Juan C. Ob. cit., p.76. También: (1) GIRALDO G., Luis F. La responsabilidad civil extracontractual, noción, función y elementos, editorial Universidad Icesi y Tirant lo blanch, Bogotá DC, 2023, p.104. (2) GAVIRIA C., Alejandro. Del daño y su reparación, En: Estudios de responsabilidad civil, tomo I, editorial EAFIT, p. 421 ss.
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(2024)41.
Sobre el daño se prohíja, por razonable, el discernimiento de la juzgadora de instancia al inferir con las reglas de la experiencia que no fue acreditado dado que la historia clínica carece de anotación en la fecha del accidente descrito, 27-04-2018, figura un reporte días después, pero la demanda enunció que se trasladó a urgencias ese día en taxi (hecho No.9).

El dato de los registros en la historia es suministrado por la misma señora Adriana, por ende, su credibilidad es escasa, pues ameritaba otras probanzas corroborativas. Nótese cómo la alzada desdeñó aplicarse a contradecir con estribo en las piezas probatorias, cómo había errado la primera instancia en su labor enjuiciadora en este concreto aspecto.

De la versión del demandado mal puede deducirse una confesión, pues no admitió hechos que le perjudicaran o al menos favorecieran a su contraparte [art.191-2º, CGP] y tampoco su declaración de parte aporta elementos útiles para tal finalidad [art.191, inciso final, CGP]. Una vez escuchada con atención su declaración nunca manifestó haber visto la fractura de la demandante, como dice la apelación.

Expresó que estaba fuera del lugar para cuando se dice ocurrió y sobre si la caída fue dentro del establecimiento, comenta no poder asegurarlo, solo sabe que cuando llegó, doña Adriana estaba en una silla en la parte de afuera (carpeta 01Primerainstancia, carpeta C01Principal, pdf No.035 y enlace en el mismo pdf, tiempo 00:32:45 y ss), es decir, no presenció la caída y solo refirió la manifestación en ese sentido que hizo doña Adriana, en manera alguna corroboró o aceptó esta afirmación. En suma, anodino resulta su aporte probatorio.
Sobre las declaraciones de parte, tanto del demandado como de la demandante, conviene ilustrar con una premisa jurídica novedosa en el

41 TSP. Entre muchas: SC-0025-2021, SC-0020-2022 y SC-0049-2024.
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régimen adjetivo vigente hoy; aplicada y explicada en extenso, por esta misma superioridad en su precedente horizontal (2018-2024)42.

A voces de la regulación hecha en los artículos 165 y 191, inciso final, CGP, el interrogatorio de los extremos litigiosos presta utilidad, no solo para lograr la confesión, sino que también puede provocar una declaración de parte o con más exactitud, un “testimonio de parte”, así reconoce el derecho judicial de la CSJ (2024)43. También el profesor Álvarez Gómez44: “(…) el juez tendrá que valorar la versión del demandante y del demandado, así no constituya confesión y darle la eficacia probatoria que le corresponda con apego a las reglas de la persuasión racional, fincada en la sana crítica, sin que pueda descartar una u otra con el simple argumento de tratarse de un testimonio de parte interesada, pese a serlo.”.

Pertinentes las glosas del doctor Rojas G.45: “(…) Dado que las partes por lo regular han sido protagonistas de los hechos relevantes para resolver el pleito, su narración suele ser bastante nutrida y precisa, lo que fortalece su utilidad en la empresa de reconstruir aquel pequeño fragmento de realidad (…)”.

La CSJ en sede de tutela en 2021 y 2022 ha avalado la predicada tesis. Con claridad así puede extraerse del siguiente pasaje, el prohijamiento en comento46: “En primer lugar, en la sentencia referida se descartó tener como prueba la declaración de la parte demandada, al determinar que no tiene validez porque «la parte no pude fabricar su propia prueba», lo que desconoce lo reglado al respecto por el Código General del Proceso.”. La negrilla es de esta Sala. Posición que la CSJ ha reafirmado en decisiones posteriores y más recientes (2023) 47.

Ahora, sobre la respectiva ponderación, estima esta instancia revisora48 que debe ceñirse a los postulados aplicables al testimonio, puesto que el artículo

42 TS, Pereira, Civil-Familia. Entre otras sentencias (i) SF-0007-2024; (ii) SF-0012-2022; así como la de, (iii) 04-04-2018, No.2016-00307-01; y, (iv) 31-08-2018, No.2016-00818-01; MP: Grisales H.
43 CSJ. SC-2751-2024.
44 INSTITUTO COLOMBIANO DE DERECHO PROCESAL. Código General del Proceso, ob. cit., p.300.
45 ROJAS G., Miguel E. Lecciones de derecho procesal, pruebas civiles., tomo III, ESAJU, 2015, Bogotá D.C., p.313.
46 CSJ. STC-9197-2022.
47 CSJ. SC-047-2023 y SC-470-2023.
48 TS, Pereira, Civil-Familia. Entre otras sentencias (i) SF-0002-2023; (ii) SF-0012-2022; (iii) 04-04- 2018, No.2016-00307-01; y, (iv) 31-08-2018, No.2016-00818-01; MP: Grisales H
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191, CGP, dispone: “La simple declaración de parte se valorará por el juez de acuerdo con las reglas generales de apreciación de las pruebas.”, y esa versión constituye en sentido amplio un testimonio, como entendiera desde tiempo atrás el maestro Devis Echandía49, en parecer hoy patrocinado por los profesores López Martínez50 y Álvarez Gómez51, que por supuesto acoge este Tribunal.

Para tal efecto se deben cumplir las pautas fijadas por la jurisprudencia probatorista, de antaño (199352-53) y aún vigentes (2016)54, acogidas por la doctrina nacional55; previstas antes por el artículo 228, CPC, hoy 221, CGP, que exige que sean: (i) responsivas; (ii) exactas; (iii) completas; (iv) expositivas de la ciencia de su dicho; (v) concordantes, esto es, constantes y coherentes consigo mismas; y, además, (vi) armónicas con los resultados de otros medios de prueba; una vez verificados estos criterios, podrá afirmarse su poder de convicción.

Aplicados los prementados postulados al caso, se tiene que la versión de la señora Grajales López carece de respaldo en el material persuasivo recolectado, por ende, se trata solo de una afirmación de parte.

En efecto, (i) Las fotografías aparejadas (ibidem, pdf No.009, folios 177-178, 219- 224) como documentos privados de carácter representativo que son56, no están cobijadas por la presunción de autenticidad, en este caso, por desatender la carga atributiva de autoría. Prescribe el artículo 244, CGP: “Es auténtico un documento cuando existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado, manuscrito, firmado, o cuando exista certeza respecto de la persona a quien se atribuya el documento. (…)”, sublínea de este texto.


49 DEVIS E., Hernando. Ob. cit., p.484.
50 INSTITUTO COLOMBIANO DE DERECHO PROCESAL. XXXVII Congreso de derecho procesal, Medellín, Adriana López M., ob. cit.
51 INSTITUTO COLOMBIANO DE DERECHO PROCESAL. XXXVII Congreso de derecho procesal, Medellín, ob. cit. y ÁLVAREZ G., Marco A. Ensayos sobre el Código General del Proceso, volumen III, medios probatorios, Bogotá DC, Temis SA, 2017, p.16.
52 CSJ, Civil. Sentencia del 07-09-1993; MP: Carlos E. Jaramillo S., No.3475.
53 CSJ, Civil. Sentencia del 04-08-2010; MP: Pedro O. Munar C.
54 CSJ. SC-1859-2016.
55 AZULA C., Jaime y Londoño V., Marisol. Manual de derecho procesal, tomo VI, pruebas judiciales, 5ª edición, Temis, Bogotá DC, 2022, p.94 y ss.
56 CSJ. SC-17162-2015.
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Y como se aprecia que al ser aportadas a ninguna persona se señaló como su creador, adviene incontrastable que, incumplida esa carga, se imposibilita derivar el efecto presuntivo de la citada regla. Explica el profesor Álvarez Gómez57: “De manera pues que la carga de atribución es un presupuesto de la autenticidad, sea que esta se afirme por vía de presunción o de reconocimiento.”. Recuérdese que en tratándose de esta tipología documental, como carecen de huella de origen, es indispensable atribuírselo a alguien, esa es la carga, que resulta esencial para ejercer la contradicción.

En este sentido la doctrina probatoria nacional enseña (2021)58: “(…) el legislador exige expresamente la aseveración de quien aporta el documento acerca de que fue suscrito o manuscrito por determinada persona, para que opere la presunción de autenticidad.”, con apoyo en los artículos 244 y 272, CGP, este último canon estipula: “Si no se establece la autenticidad del documento desconocido carecerá de eficacia probatoria. (…)”. Concluye el maestro Azula C. (2022)59 en su obra que faltando la autenticidad del documento decae su entidad suasoria y en el mismo sentido el autor Ruiz Jaramillo (2019)60.

De otra parte, (ii) Los videos (ib., carpeta No.034) fueron inadmitidos en forma expresa con decisión que quedó en firme en la audiencia inicial (ib., pdf No.035 y audiencia en enlace de ese pdf, tiempo 00:59:26 a 01:09:56), inexplicable que ahora aspire a que sean tasados.

Podría pensarse que debieron emplearse los poderes oficiosos para recolectarlos, pero sucede que ese ejercicio no entraña suplir la desidia de la parte en su quehacer particular, tiene dicho en reciente decisión (2024)61: “(…) el artículo 170 del Código General del Proceso confiere al funcionario judicial el poder- deber de decretar pruebas de oficio, «cuando sean necesarias para esclarecer los hechos


57 ÁLVAREZ G., Marco A. Ensayos sobre el Código General del Proceso, medios probatorios, volumen III, Bogotá DC, Temis SA, 2017, p.194.
58 RUIZ A., Phillip F., La prueba documental: una mirada histórica a la presunción de autenticidad, En: Derecho probatorio: desafíos y perspectivas, Toscano L. Fredy y otros (editores), Bogotá DC, Universidad Externado de Colombia, 2021, p.438 ss.
59 AZULA C., Jaime y Londoño V., Marisol. Ob. cit., pág.233 ss.
60 RUIZ J., Luis Bernardo. La prueba como derecho en el Código General del Proceso, Medellín, A., editorial Tirant lo Blanch, 2019, p.334.
61 CSJ. SC-119-2023 y SC-2429-2024.
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objeto de la controversia». Sin embargo, tal mandato no implica una orden irrestricta a los funcionarios judiciales para suplir la actividad probatoria de las partes.”. Sublínea puesta a propósito.

A las reseñadas hipótesis añade, con persistencia, la doctrina de la máxima corporación de la especialidad, que no debe mediar descuido de la parte: “En efecto, esta herramienta procesal tiene por objeto superar grados de incertidumbre frente a los hechos que interesen al proceso -siempre que no haya incuria de las partes- y para evitar nulidades procesales o providencias inhibitorias.” (La negrilla es de esta Sala), y para este planteamiento se apoya en sus propias decisiones anteriores de 2018, 2021 y 202262.

En la última se explicitó con contundencia: “En conclusión, cuando pese a la adecuada actividad probatoria de las partes sea necesario esclarecer espacios oscuros de la controversia, cuando existan fundadas razones para considerar que la inactividad del juez alejará su decisión de la justicia material; cuando la práctica de la prueba sea un imperativo legal o cuando con ella se evitan nulidades o fallos inhibitorios, puede configurarse un error de derecho por infracción de las normas probatorias63.» (CSJ SC592-2022; destacado aparte).”. El resaltado de este pasaje, es del texto citado.
Por manera que resulta inaplicable la potestad judicial referida, pues la parte demandante que con esta decisión tendrá que soportar los efectos adversos, desatendió su carga probatoria.

Nótese que desde la demanda se enunció la existencia de las filmaciones (carpeta 01Primerainstancia, carpeta C01Principal, pdf No.004, folio 2, hecho 7°, así


62 CSJ. SC-5676-2018, SC-2215-2021 y SC-592-2022.
63 Al respecto, pueden verse las sentencias CSJ, SC, 12 sep. 1994, Exp. 4293, CSJ, SC 21 oct. 2013, Exp. 2009-00392, CSJ SC1656-2016, CSJ SC8456-2016, CSJ SC5676-2019, y la reciente CSJ SC4232-
2021, entre otras. En ésta última se consideró: «la falta de prueba de un hecho relevante en un proceso y que conduce a la desestimación de alguna de las pretensiones de la demanda en la sentencia censurada por vía de casación, no es posible adjudicarla, siempre, a un error de derecho en materia probatoria por parte del respectivo juzgador, pues, lo tiene decantado la Corte, que tal desatino se descarta, por ejemplo, en hipótesis en las que el desgreño de la parte interesada o su falta de interés en la práctica de un determinado medio suasorio, es el que provoca el estado de incertidumbre fáctica y la consecuente solución del caso con las reglas de la carga de la prueba; o también en eventos, donde el contenido de la prueba que se dice debió haberse decretado ex officio no existe en el expediente o tampoco está insinuado.»
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como pdf No.008, folio 5, hecho 7°), luego al replicar las excepciones se aludió que ya obraban en el expediente (carpeta 01Primerainstancia, carpeta C01Principal, pdf No.017, folio 2, inciso 3°), pero solo se aportaron el día de la audiencia inicial (carpeta 01Primerainstancia, carpeta C01Principal, pdf No.034), diligencia donde, se itera, se negó su decreto en decisión que no fue recurrida. En suma, mal puede ahora beneficiarse cuando en su ámbito de arbitrio optó por limitar sus medios probatorios.

Y ese efecto negativo en manera alguna va en desmedro de la tutela judicial efectiva, si acaso pudiera pensarse; ya fue esclarecido por la Corte Constitucional64, por vía de inexequibilidad, adoctrinó: “(…) Una característica de las cargas procesales es entonces su carácter potestativo (a diferencia de la obligación procesal), de modo que no se puede constreñir a cumplirla. Una característica es que la omisión de su realización “puede traer consecuencias desfavorables para éste, las cuales pueden ir desde la preclusión de una oportunidad o un derecho procesal hasta la pérdida del derecho material”65. El subrayado y la negrilla, son de este texto.

A riesgo de reiterar, de nuevo las palabras del órgano de cierre66: “(…) no puede perderse de vista que hay casos en los cuales la actitud pasiva u omisiva del litigante que tiene la carga de demostrar determinada circunstancia fáctica, es la generadora del fracaso, bien de las pretensiones ora de sus defensas, por haber menospreciado su compromiso en el interior de la tramitación y en las oportunidades previstas por el legislador… (CSJ SC, 14. Feb. 1995, Rad. 4373, reiterada en CSJ SC, 14. oct. 2010, Rad. 2002-00024-01).”. Criterio reiterado en sentencias de reciente data, ya citadas atrás (2023 y 2024)67.

Ahora, sobre (iii) Las atestaciones de Héctor O. Montes y Mario Grajales L. (ib., pdf No.041 y audiencia en el enlace 1° del mismo pdf, tiempo 00:07:32 a 00:39:38), es claro para esta Sala que no presenciaron la caída, solo dieron cuenta del suceso después de ocurrido y por boca de otras personas, no fue su percepción directa; en suma, menos podría considerarse que fue con ocasión

64 CC. C-086-2016.
65 CC. C-1512 de 2000.
66 CSJ. SC-8456-2016.
67 CSJ. SC-119-2023 y SC-2429-2024.
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de tropezarse en la rejilla suelta.
Como fácil puede verse se trata de testimonios de oídas, cuyo valor de convicción es mínimo, predica la CSJ68: “En torno a los testimonios de oidas o ex auditur, que "frente al riesgo de equivocación o mentira en que pueden incurrir estos deponentes, el vertido en el proceso por haberse ' oído de interpuesta persona, tiene muy poco o escaso poder de convicción; y que ningún valor demostrativo ostenta el que se rinde cuando la versión proviene de lo que ha expresado al declarante alguna de las partes”. Este criterio fue reiterado en reciente decisión de la CSJ (2025)69.

Don Héctor con claridad expuso que no vio la caída, cuando salió la señora estaba en la acera, afuera del local, fue auxiliada y en la tarde, cuando ella retornó, vio que tenía el pie vendado (ib., pdf No.041 y audiencia en el enlace 1° del mismo pdf, tiempo 00:08:15 a 00:20:22). Jamás describió, como aseguró el recurso, la lesión padecida como una fractura.

Ahora, sobre el testimonio del señor Mario (hermano de la demandante) se desestima su verosimilitud habida cuenta de que se advierte inconsistente o contradictorio, además de no haber estado presente cuando se cayó su hermana.
Nótese que relató: (i) Estar en el instante del accidente con ella; (ii) La dejó sola en la carnicería por unos cuarenta (40) minutos; (iii) A su regreso al local la vio con el pie atrapado en la rejilla, doblado y que pedía auxilio; (iv) Al enredarse en la reja fue que se le dobló el pie completamente; (v) Fue él quien la ayudó a sacar el pie; (vi) También dijo que fue ella misma, sin ayuda de otro, que logró desengancharse de la rejilla (ib., pdf No.041 y audiencia en el enlace 1° del mismo pdf, tiempo 00:22:20 a 00:39:38).

En suma, ningún mérito demostrativo puede dársele, pues al inicio indica que acompañaba a doña Adriana y más adelante que llegó luego del suceso; bien se oye en su audio que su percepción se apoya en la información de su hermana; en el resto de su narración se alude a lo sucedido con posterioridad.


68 CSJ. Sentencia SC-171 del 04-12-2006, MP: Jaramillo J.
69 CSJ. SC-068-2025.
Incluso, se afectó su espontaneidad al punto de que la jueza debió amonestarlo, pues como su hermana estaba en el mismo recinto donde rendía su versión, le corrigió una respuesta sobre el centro médico que la atendió, igual se notó que cuando la funcionaria lo saluda no le responde, sino que inicia su relato sobre los hechos.

Las demás pruebas cuya indebida valoración se reprocha tampoco dilucidan el tema probatorio: el daño, la causa y la culpa. Importante tener presente que la conducta o hecho dañino debe existir para examinar la responsabilidad patrimonial, empero su presencia se analiza al revisar cada uno de los citados requisitos y no en forma separada, es decir, queda subsumido en los mencionados, así opina el profesor Giraldo Gómez70 en criterio que se comparte, atendida su plausibilidad.

En cuanto a (v) La historia clínica debe decirse que es un medio probatorio que por sí solo y, como regla general, es insuficiente para demostrar la responsabilidad y en este caso el daño, puesto que se trata de acreditar el daño o afectación de la humanidad de la señora demandante para el 27-04- 2018 y tal dato vertido en este documento tiene como fuente la información que entrega la misma paciente, la señora Adriana. Por manera que es indispensable que la convicción judicial se construya con el auxilio de otras probanzas.
Ni siquiera en materias médicas tiene aptitud plena, ilustra el precedente de la CSJ (2018)71: “Las historias clínicas y las fórmulas médicas, por lo tanto, en línea de principio, por sí, se insiste, no serían bastantes para dejar sentado con certeza los elementos de la responsabilidad de que se trata, porque sin la ayuda de otros medios de convicción que las interpretara, andaría el juez a tientas (…)”. Es doctrina (2020)72, acogida por esta Sala (2025)73 y otras74 de este Tribunal.


70 GIRALDO G., Luis F. La responsabilidad civil extracontractual, noción, función y elementos, editorial Universidad Icesi y Tirant lo Blanch, Bogotá DC, 2023, p.97.
71 CSJ. SC-003-2018.
72 CSJ. SC-917-2020; SC-5641-2018 y SC-003-2018, entre otras.
73 TS. Pereira. SC-0002-2021; SC-0039-2022, SC-0007-2023 y SC-0008-2025.
74 TS. Pereira. Sentencias: (1) 13-03-2019, No.2017-00063-01, MS: Saraza N. y (2) SC-0029-2021.
Y, finalmente, (vi) el informe rendido por la Junta Regional de Calificación de Risaralda sobre el 27,7% de pérdida de capacidad laboral de la promotora de esta acción (carpeta 01Primerainstancia, carpeta C01Principal, pdf No.008, folios 1- 3), se descarta su eficacia en consideración a que acredita el perjuicio, no el daño, menos los demás supuestos.

Esta Sala (202475) ha entendido que la naturaleza de esta probanza es la de un informe [art.275 y ss, CGP]; medio autónomo novedoso en nuestro sistema procesal76-77. La profesora León Gil (2021)78 justifica la autonomía conferida a esta probanza, en la poca celeridad que tenía antes en el CPC, donde se trataba como documental o peritaje; y, en verdad un lineamiento que despunta en el Régimen Adjetivo Civil es la agilización de los procedimientos para hacer efectivos los derechos [art.11, CGP], patente79 en esta nueva codificación [arts.78-10º y 173-2º, ibidem].

Como bien se sabe en la dogmática de la responsabilidad patrimonial, el perjuicio se estudia una vez se hallen verificadas las condiciones axiales (daño, nexo y culpa), en virtud de que por definición consiste en los efectos nocivos de la conducta lesiva y como en este evento el juicio valorativo fracasó en la constatación del detrimento a la integridad personal de la actora, inane ocuparse del hecho que demuestra el informe de la reseñada Junta.

En todo caso, si pudiera arribarse a la conclusión de que se acreditó el menoscabo en la integridad psicofísica de la demandante, tampoco sería bastante para reconocer la súplica reclamada, pues la causalidad y título de


75 TSP. SC-0008-2024.
76 ÁLVAREZ G., Marco A. Ensayos sobre el Código General del Proceso, medios probatorios, volumen III, Bogotá DC, editorial Temis SA, 2017, p.248 ss. También: CANOSA S., Ulises. La prueba en procesos orales civiles y de familia en el CGP, Módulo de aprendizaje autodirigido, EJRLB y CSJ, Bogotá DC, 2017, p.151.
77 AZULA C., Jaime. Manual de derecho procesal, tomo VI, pruebas judiciales, Bogotá DC, 2015, p.381
ss. También (i) LÓPEZ B., Hernán F. Código General del Proceso, pruebas, Dupré editores, Bogotá DC, 2017, p.542; (ii) CANOSA S., Ulises. La prueba en procesos orales civiles y de familia en el CGP, Módulo de aprendizaje autodirigido, EJRLB y CSJ, Bogotá DC, 2017, p.151.
78 LEÓN G., Mónica A. La prueba por informes, En: Derecho probatorio: desafíos y perspectivas, Toscano L. Fredy y otros (Editores), Bogotá DC, Universidad Externado de Colombia, 2021, p.273 ss.
79 ROJAS G., Miguel E. Lecciones de derecho procesal, tomo III, pruebas civiles, editorial ESAJU, Bogotá DC, 2015, p.403 ss.
imputación dejaron de soportarse en probanzas eficaces como puede deducirse, de manera razonable, del discernimiento acabado de plantear.

7. LAS DECISIONES FINALES
Se (i) Confirmará en su integridad la sentencia apelada, adicionada con las razones discernidas en esta providencia; y (ii) Condenará en costas, en esta instancia, a la parte demandante por fracasar en su alzada [art. 365-3º, CGP].

La liquidación de costas será en primera instancia [art.366, CGP], las agencias en esta sede se fijarán en auto posterior y no en esta providencia porque tal novedad desapareció del CGP [art.365-1º, CGP].

F A L L A,
1. CONFIRMAR en su integridad el fallo del 04-06-2024 del Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, R.

2. CONDENAR en costas en esta instancia, a la parte demandante, y a favor de la parte demandada. Se liquidarán en primera instancia y la fijación de agencias de esta sede, se hará en auto posterior.

3. DEVOLVER el expediente al juzgado de origen.
Notifíquese,
DUBERNEY GRISALES HERRERA
MAGISTRADO
EDDER JIMMY SÁNCHEZ C.
JAIME A. SARAZA N.
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